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BOLETÍN N°1052-09

INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas.
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificado de simple urgencia en todos sus trámites constitucionales.

Se dio cuenta de la presente iniciativa en sesión de Sala del día 31 de mayo de 1994, acordándose que fuera estudiada por las Comisiones de Economía y de Hacienda, en su caso.

Con posterioridad, la Sala acordó eximir al proyecto del trámite ante la Comisión de Hacienda, por considerar que su ejecución no incidiría en materia presupuestaria.

Concurrió, especialmente invitado, a las sesiones en que vuestra Comisión de Economía estudió la iniciativa legal en informe, el H. Senador señor Eugenio Cantuarias Larrondo.

Asistieron   además,   el   señor   Subsecretario   de Economía,     don Carlos Mladinic Alonso; el    señor     Superintendente 
De Servicios Sanitarios, don Eugenio Celedón Silva; el señor Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Obras Públicas, don Alexandro Acevedo Johns; el señor Jefe de la División Jurídico-Administrativa del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Luis Sánchez Castellón y el señor Jefe de División de Desarrollo de Mercados de la misma Secretaría de Estado, don Juan Manuel Cruz Sánchez.
ANTECEDENTES
Para el estudio de la iniciativa en informe, se han tenido en consideración, especialmente, los siguientes antecedentes:
1.-El Mensaje con que S.E. el Presidente de la República da inicio al presente proyecto.
De acuerdo a lo señalado por el Mensaje, la iniciativa legal en informe persigue dos objetivos fundamentales:
-Suplir la ausencia de un marco legal y una institucionalidad adecuada para el fínanciamiento y desarrollo de los servicios sanitarios en los sectores rurales; y
-Perfeccionar el actual sistema de subsidio directo al consumo de agua, potable y alcantarillado de los usuarios de escasos recursos de las áreas urbanas.
En la actualidad, la ley contempla un subsidio directo al pago de cuentas mensuales de agua potable y alcantarillado, a fin de asegurar el acceso a los mismos de los usuarios de escasos recursos. La ley no efectúa una distinción entre usuarios de zonas urbanas y rurales, no obstante, en la práctica resulta inaplicable respecto de los últimos, toda vez  que  su  diseño  -como  subsidio  directo  y  focalizado-  lo  hace excesivamente caro de operar y engorroso de administrar.
Además, la Ley General de Servicios Sanitarios, decreto con fuerza de ley N°382 del Ministerio de Obras Públicas del año 1989 y el decreto con fuerza de ley N°70 de 1988, que regulan la operación y tarifas de los servicios sanitarios, excluyen del sistema de subsidio a la prestación de dichos servicios en las zonas rurales. Influyó en tal decisión la consideración de que la prestación de los referidos servicios debía ser suministrada por empresas concesionarias autofínanciadas, en las cuales la calidad del servicio y los precios fueren reguladas y el valor al público reflejare los costos a largo plazo de los sistemas. Condiciones, todas ellas, que no podían ser satisfechas por los servicios sanitarios rurales.
En consecuencia, la legislación vigente no contempla un marco legal adecuado al financiamiento y desarrollo de los sistemas de agua potable rural.
Respecto a los usuarios de zonas urbanas, el subsidio directo ha dado prueba de ser un instrumento apto para facilitar la provisión de servicios sanitarios a fámulas de escasos recursos. Sin perjuicio de ello, es un sistema complejo y perfectible. El proyecto, en este aspecto pretende absolver los requerimientos de aquellas regiones donde el costo de suministrar el servicio es mayor.
El Mensaje refiriéndose al agua potable rural señala:
El decreto con fuerza de ley N°382 consagra el marco general del sector sanitario y establece el régimen de concesiones para la explotación de los servicio sanitarios. Cabe señalar, que este cuerpo legal excluye de su ámbito de aplicación a los sistemas sanitarios en cuanto no cumplan con el requisito de urbanización. En consecuencia, y en virtud de sus características, la mayoría de los sistemas rurales resultan exceptuados.
Adicionalmente, los sistemas de agua potable rural se han desarrollado tradicionalmente por iniciativa y con fínanciamiento del Estado. De hecho, hasta el año 1989 la ejecución de los programas y proyectos de agua potable rural se radicaban en el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, SENDOS, organismo que delegaba su administración en los usuarios que se organizaban en las Cooperativas o Comités de Agua Potable Rural.
Tras la reestructuración del sector sanitario que tuvo lugar entre los años 1989 y 1990, la propiedad de los activos de los sistemas rurales pertenece a las empresas sanitarias regionales, sucesoras del Servicio Nacional de Obras Sanitarias. Desde 1990 las empresas han continuado con la ejecución de las obras de agua potable rural incluidas en el programa de inversión estatal, por medio de fínanciamiento fiscal, créditos del Banco Interamericano de Desarrollo y fondos de las empresas regionales.
No obstante, los sistemas rurales continúan en general marginados de la operación de las empresas, las que no se encuentran sujetas a la obligación de servir zonas rurales nuevas, limitándose a mantener las obras existentes, entregando la administración a comités funcionales, en el marco del fomento a la autogestión local.
Sin embargo, continua el Mensaje, dada la legislación
vigente y la exigua capacidad de pago de los usuarios rurales, el comité de operaciones de cada sistema rural se limita a cobrar cantidades suficientes
para cubrir la operación y, en ocasiones, el mantenimiento menor de los
sistemas. Por lo tanto, las empresas deben financiar las inversiones y el
mantenimiento mayor, sin percibir ingresos en retribución. Lo anterior
implica que las empresas sanitarias al percibir exclusivamente costos de
los activos carecen del necesario incentivo económico para satisfacer los
requerimientos de los sectores rurales.
Por otra parte, indica, la detección de las necesidades de inversión, la evaluación y selección de proyectos y la coordinación de fínanciamiento a nivel nacional se ha efectuado centralizadamente desde el Ministerio de Obras Públicas y la Subgerencia de Servicio Sanitarios de la Corporación de Fomento de la Producción.
En virtud de las consideraciones señaladas el Gobierno impulsor del proyecto consideró beneficioso generar una nueva Política de Saneamiento Rural, que consagre los siguientes aspectos:
-Formular el principio que es responsabilidad del Estado la coordinación de planes y programas de saneamiento rural.
-Establecer legalmente que los sistemas de agua potable rural cuyos costos totales superen la capacidad de pago de los usuarios, podrán ser financiados por medio de un subsidio estatal.
-Establecer una unidad Coordinadora Técnica ubicada en el Ministerio de Obras Públicas, que tendrá a su cargo desarrollar criterios de asignación de recursos y evaluación de proyectos, estudiar y proponer normas técnicas y operativas aplicables a los servicio rurales, proponer políticas de fínanciamiento y asesorar a los gobiernos regionales en la materia.
De las materias señaladas, requieren de modificaciones legales sólo aquellas que permiten la canalización de recursos por medio de subsidios a los sistemas rurales. Por tal razón, en la ley N°18.778 se consagra un mecanismo de subsidio adecuado al efecto.
Tratándose del subsidio al consumo de agua potable y alcantarillado, el Mensaje expresa:
La ley N°18.778 determina un sistema de subsidio que busca franquear a las familias de escasos recursos el acceso al consumo de los servicios básicos de agua potable y alcantarillado, sin que para ello deban comprometer más que un determinado porcentaje de sus ingresos.
Toda vez que se trata de un sistema de subsidio directo, es posible focalizar adecuadamente y, en consecuencia, beneficiar a aquellas familias que realmente lo precisan, sustentando al mismo tiempo un sistema de tarifas que admita la cobertura de la globalidad de los costos de inversión y operación de los servicios.
La ley permite actualmente subsidiar entre el 40% y el 75% del costo de los primeros 15 metros cúbicos de consumo de las familias clasificadas de acuerdo a la ficha CAS como pertenecientes al nivel socioeconómico definido como población objetivo.
Este subsidio directo fue aplicado desde 1990, cuando se introdujo la reforma al sistema tarifario, a fin de dominar el déficit financiero y de inversiones que ostentaban las empresas sanitarias estatales. En un principio se estructuró el subsidio de modo de beneficiar al 20% más pobre de la población. Por las imperfecciones del sistema el primer año sólo se consiguió obtener logros por un 10% de lo esperado, en consecuencia, a fin de mejorar la eficacia del subsidio se propuso una modificación legal, la cual fue aprobada por el Congreso Nacional durante 1991, como ley N°19.059.
Las principales innovaciones contenidas en la referida ley N°19.059 consistieron en la eliminación del límite de 20 metros cúbicos como consumo máximo mensual por cliente y la autorización, por tiempo determinado, para que las empresas sanitarias participaren en el proceso de empadronamiento de eventuales beneficiarios. El éxito de esta modificación quedó de manifiesto al aumentar la cobertura hasta un monto aproximado al 70% de la deseada y además avanzar en la aplicación de la reforma tarifaria sin perjudicar a la población de menores ingresos. No obstante, la expansión del sistema de subsidio ha dejado en evidencia las limitaciones de su estructura en el largo plazo, susceptible de ser perfeccionada desde la perspectiva de su administración, asignación por regiones y determinación de los montos totales de subsidio.
    En el marco de un sistema en el cual las necesidades básicas de las personas se ven satisfechas, el subsidio focalizado al consumo de agua potable y alcantarillado resulta indispensable.
Asimismo, lo es la asignación de recursos al sector, los que se estiman en una cifra superior a ciento cincuenta millones de dólares al año. El financiamiento propuesto por el Gobierno se basa en el cobro de tarifas que cubran los costos medios de largo plazo de los sistemas.
En general, la reforma al sistema tarifario ha arribado a un punto en que la mayoría de los usuarios pagan entre un 90% y un 100% de los costos totales de largo plazo del suministro. No obstante, dado que en el antiguo sistema el grado de subsidio en la tarifa difería según se tratare de la estratificación de los usuarios y de la región en que habitaren, aún subsisten grupos que se encuentran lejos de pagar el costo global del servicio. En razón de lo expuesto, el énfasis de los ajustes tarifarios, en el corto y mediano plazo, se concentrará en usuarios de bajo consumo, que generalmente coinciden con aquellos de menores ingresos. Esto es posible apreciarlo con mayor claridad en las regiones extremas, en las cuales el costo del suministro es mayor y donde, por razones tanto económicas como sociales el ajuste se ha efectuado con mayor gradualidad.

El gobierno suscriptor del mensaje señaló que la mejor solución provendría de un mejoramiento en la focalización y cobertura del sistema de subsidio directo y no de la introducción de un subsidio generalizado a través de tarifas rebajadas. La principal meta la constituye el que, aun con las nuevas tarifas en aplicación, el gasto por familia por concepto de agua potable y alcantarillado no supere el 5% del ingreso total familiar.
En consecuencia, considerando los elementos expuestos, la presente iniciativa propone las siguientes modificaciones;
-Aumentar los límites del porcentaje legal de subsidio de un rango de 40% a 75% a uno de 25% a 85%;,

-Ampliar el consumo máximo subsidiado de 15 a 20 metros cúbicos mensuales;
-Posibilitar la aplicación de intensidades de subsidio diferenciadas de acuerdo al grupo de sistemas de igual nivel tarifario.
-Reintroducir, por un período adicional de tres años, la participación de las empresas en el proceso de encuesta de los postulantes al subsidio.
En términos generales, concluye el Mensaje, se flexibiliza el sistema de subsidios de modo de adaptarlo adecuadamente a las necesidades definidas por nuevos niveles de tarifas.
2.-Las modificaciones introducidas al texto original del proyecto por la H. Cámara de Diputados, a saber:
2.1.-Sustituyó, en el artículo 9° de la ley N° 18.778, -que se refiere al monto permanente de los recursos a distribuir en cada comuna-, la referencia al 90% de la proporción que le correspondió en el último ejercicio tributario, por un porcentaje idéntico pero, esta vez, del monto efectivamente utilizado en el mismo período presupuestario.
2.2.-Tratándose de los subsidios a otorgar en los sistemas rurales de agua potable, asignó al gobierno regional respectivo la tarea de distribuir los recursos entre aquellos que cumplan con los requisitos de elegibilidad que señale el Reglamento.
2.3.-Autorizó a los prestadores de servicios para, actuando en representación de los usuarios residenciales y sin costo para los mismos, recibir postulaciones y presentarlas a las municipalidades correspondientes. No obstante que una disposición idéntica, con carácter transitorio, se aplicare hasta el 31 de diciembre de 1991 -misma que el texto del Mensaje propusiere extender por un período adicional de tres años- y que para postular al subsidio se requiera, entre otras cosas, la solicitud escrita del beneficio ante la municipalidad respectiva.
3.-Las siguientes disposiciones constitucionales y legales:
-El artículo 19, N° 22, de la Constitución Política de la República.- Asegura a todas las personas la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica, señala que los beneficios directos o indirectos que se conceden a algún sector, actividad o zona geográfica, deberán ser establecidos por medio de una ley.
- El decreto con fuerza de ley N° 70, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988.- Establece normas para fijar las tarifas de los servicios de agua potable y de alcantarillado de aguas servidas.
Al efecto, el mencionado cuerpo legal dispone que las tarifas tendrán carácter de precios máximos y serán determinadas por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.
- El decreto supremo N° 453, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción de 1990.- Aprueba el Reglamento del decreto con fuerza de ley N° 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas.
- El decreto con fuerza de ley N° 382 del Ministerio de Obras Públicas, de 1989, que fija la Ley General de Servicios Sanitarios.
- La ley N° 18.902, de 1990, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.

- La ley N° 18.778 modificada por la ley N° 19.059, que establece un subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas, que favorece a usuarios residenciales de escasos recursos
DISCUSIÓN GENERAL
En el seno de vuestra Comisión, el señor Superintendente de Servicios Sanitarios, expuso la situación del sistema de subsidio al consumo de agua potable y servicio de alcantarillado.
Al efecto, señaló que la ley N°18.778, modificada por la ley N°19.059, establece los términos en que se entregará a los usuarios residenciales de escasos recursos un subsidio directo al pago de los consumos de agua potable y del servicio de alcantarillado. Dicho sistema de subsidio es administrado por las respectivas municipalidades, las cuales se encargan del proceso de inscripción y selección de los postulantes e informan a las empresas sanitarias la nómina de usuarios favorecidos, con el objeto que la factura refleje en forma separada el monto que deberá ser pagado por el usuario y el monto que será pagado en forma directa por la Municipalidad a la empresa sanitaria.
El porcentaje a subsidiar sobre los cargos fijos y variables, de acuerdo a lo establecido en los cuerpos legales, no podrá ser inferior al 40% ni exceder de 75%, y deberá ser el mismo para los beneficiarios de una misma región, que presenten un nivel socioeconómico similar.
El subsidio es compatible con cualquier otro subsidio que pudiese haber percibido o tener derecho el beneficiario, conforme a las atribuciones que sobre la materia disponga la Municipalidad. Por ello, el sistema de selección se encuentra establecido en forma general, y consiste en un método de caracterización socioeconómica mediante la medición indirecta qué permita focalizar la acción social del Estado hacia los sectores más pobres. Ello se logra mediante la Encuesta CAS u, la que posibilita tanto discriminar entre más y menos pobres, como construir una distribución para asignar puntajes que posibiliten la distribución equitativa de los diferentes subsidios.
Los postulantes al subsidio deben cumplir los siguientes requisitos:
a) Encontrarse el grupo familiar y demás personas residentes en la propiedad, en la imposibilidad de pagar el monto total del valor de las prestaciones, atendidas sus condiciones socioeconómicas.
b) Encontrarse los solicitantes al día en el pago de los servicios. Sin embargo, virtud de modificaciones introducidas, esta exigencia rige sólo a partir del 1 de Enero de 1992.
c) Solicitar por escrito el beneficio a la Municipalidad respectiva.
Inicialmente, agregó, la ley no fue del todo operativa, debido a las dificultades administrativas de su implementación, por parte de las municipalidades, y también porque los montos de subsidio no se ajustaban a las diferentes magnitudes de las tarifas en las distintas regiones del país. Por ello, se debió estudiar una primera modificación legal, establecida mediante la Ley N° 19.059, que tuvo por objeto agilizar el procedimiento de inscripción, entregando atribuciones a las empresas sanitarias para actuar, transitoriamente, en el proceso de identificación de posibles beneficiarios. La modificación también tuvo como propósito elevar los montos de subsidio y eliminar la restricción que establecía un límite de consumo de 20 metros cúbicos para acceder al beneficio.
La Superintendencia, sin embargo, continuó investigando el tema del perfeccionamiento y operatividad del sistema de subsidio, en particular analizando una metodología que permitiese garantizar la efectividad de su asignación. Es así como se determinaron las necesidades de subsidio por región, y por grupo tarifario, considerando los niveles de ingreso familiar, de acuerdo a la encuesta Casen 92 del Ministerio de Desarrollo y Planificación MIDEPLAN, bajo la condicionante que una cuenta por 20 metros cúbicos no llegue a representar un porcentaje mayor al 5% del ingreso familiar.
Con tales antecedentes, expresó, fue posible que las autoridades correspondientes formularan una nueva proposición de modificación legal, la que se encuentra en trámite en el Congreso Nacional, y que tiene por objeto ampliar la cobertura de subsidio, elevando el porcentaje máximo factible de subsidiar a un 85%, y elevando también la base de subsidio desde 15 a 20 metros cúbicos.

A continuación se insertan cuadros comparativos, proporcionados por el señor Superintendente de Servicios Sanitarios.
El primero de ellos, cuadro A 4.1, expresa que gran parte de los usuarios residenciales consumen una cantidad menor a 20 metros cúbicos mensuales, consumo representativo del orden del 65% de los clientes residentes.
NUMERO DE CLIENTES POR TRAMO

EMPRESAS CORFO 1991
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METROS3 CONSUMIDOR POR TRAMO

EMPRESAS CORFO 1991
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 El cuadro A 4.2 muestra comparativamente el valor de una cuenta por 20 metros cúbicos
 normal y subsidiada, para las diferentes empresas sanitarias.
	CUENTA DE 20 M3/MES NORMAL Y SUBSIDIADA E INGRESO LIQUIDO MEDIO (1) Diciembre/93


	EMPRESAS
	NORMAL
($/mes)

	(a)

SUBSIDIADA (%)     ($/mes)

	INGRESOS         (b)
IMPONIBL     MENSUAL        LIQUIDO
   TOTAL              5 %               5%

	(»)/(b) (*>


	E1      EMOS                   G1

	3336

	50          1 971

	134248            6712          5370

	36.7


	E2                                  G2

	3373

	50          1 992

	134248            8712          5370

	37.1


	E3                                  G3

	3201

	50          1 889

	134248           6712           5370

	35.2


	V1      ESVAL                G1

	3998

	60         2441

	110340            5517           4414

	55.3.


	V2                                 G2

	5260

	60         3237

	110340            5517           4414

	7a3


	V3                                G3

	3616

	60         2193

	110340            5517            4414

	49.7


	V4                                G4

	3209

	60            1 946

	110340           5517            4414

	44.1


	LC     LO CASTILLO

	3070

	50             1854

	134248            6712           5370

	34.5


	MA     MANGUEHUE

	3286

	SO            1982

	134248           8712            5370

	36.9


	LD     LOS DOMINICOS DDDDDOMINICOSDOMINICOS

	3184

	80             1924

	134248            6712           5370

	35.8


	MP    MAIPU

	2922

	30             1769

	134 248           6 712              5370

	32.9


	SC     SERVICOMUNAL

	2971

	50            1 819

	134 248            6 712            5 370

	aa 9


	1      REG 01                 G1


	3918

	78           2457

	128799           844O           5152

	47.7


	1                                    G2


	8017

	78         3239

	128799           6440           5152

	62.9


	2     REG 02                  G1


	4874

	78         3234

	182233           9112            7289

	44.4


	2                                    G2


	4774

	78         3202

	182233           9112            7289

	*a 9


	3     REG 03                  G1


	3717

	70         2350

	163129            7666           6128

	38.4


	3                                     G2


	4353

	70         2882

	183129           7688           6128

	47.0


	4     REG 04                  G1


	3662

	60         2201

	108447            8272           4218

	52.2


	4                                     G2


	4369

	60         2722

	106447            8272           4218

	64.8


	6     REG 08                  G1


	3111

	60          1867

	117483           8873           4699

	39.7


	6                                    G2


	3616

	6O         2201

	117463           6873           4699

	46.8


	7     REG 07                  G1


	3838

	60         2344

	97 490           4 874           3 900

	60.1


	7                                     G2


	3246

	60          1 959

	97 490           4 874           3 900

	50.2


	7                                     G3


	4068

	60         2484

	97 490           4 874           3 900

	63.7


	8     REG 08                  G1


	3191

	50         1940

	118148           8787           4608

	42.1


	8                                     G2


	4181

	50         2586

	118148           8787            4906

	56.2


	9     REG 09                  G1


	, 3873

	70         2372

	93084           4683           3722

	63.7


	9                                     G2


	8049

	70             3 141

	93084           4683           3722

	84.4


	9                                     G3


	4423

	70         2731

	93084           4683           3722

	73.4


	10     REG 10              G1


	4209

	60         2601

	101861           8078           4062

	64.0


	10                                  02


	3394

	60         2074

	101 881           8 078           4 062

	81.1


	11     REG 11             G1

	4581

	78         2920

	127 031            6 362           8 081

	57.8


	11                                 G2


	4468

	78         2853

	127 031            6 362           6 081

	56.1


	12     REG 12              G1


	40O4

	8O         2515

	143 792            7 190            8 762

	4a 7


	12                                 G2

	3749

	60         2363

	143792           7190           8782

	41.1



(1): Ingreso Imponible medio ponderado regional estimado en base a las rentas de Diciembre de 1991 (Indexado por I88 al mes vigente), según Información de la Superintendencia de A.F.P., considerando un total nacional de 1.981.270 cotizantes e Información de 896.361 pensionados del INP La Organización Panamericana de la Salud recomienda que el gasto por agua potable represente del orden de 3 a 8% del Ingreso por trabajador
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Finalmente, el cuadro A4.3 muestra el número de subsidios disponibles y asignados durante el año 1993 y los montos comprometidos , comparativamente con el total de la facturación de las empresas sanitarias.
	FACTURACIÓN Y SUBSIDIOS AÑO 1993


	(Moneda Media 1993)


	
	FACTURACIÓN (1)

	SUBSIDIOS (2)


	EMPRESA/REGIÓN

	
	MAX/MES

	ASIGNADOS

	MONTO ANUAL (MILLS)


	
	MILLM3    MILL $

	
	
	AUTORI-          UTILI-


	
	
	N"

	N'             %

	ZADOS          ZADOS


	ESSAT                          I

	21            5528

	17092

	15018          87.9

	250.8

	220.8


	ESSAN                          II

	22           6690

	20228

	16892          83.5

	284.0

	261.0


	EMSSAT                       III

	11            2380

	10902

	10578          97.0

	109.8

	124.9


	ESSCO                          IV

	22            4788

	18142

	15 947          98.8

	219.0

	213.1


	ESVAL                          V

	83          14581

	64089

	58202          90.8

	741.7

	683.0


	ESSEL                          VI

	28           4481

	16942

	15329          90.5

	224.1

	190.5


	ESSAM                         Vil

	28            4784

	28379

	25 688          90.4

	335.3

	320.3


	ESSBIO                        VHI

	74          12014

	72469

	67 328          92.9

	712.9

	628.0


	ESSAR                          IX

	24            4708

	38188

	38618         9a 3

	409.7

	377.3


	ESSAL                          X

	27            4600

	32367

	30 728         94.9

	344.0

	328.7


	EMSSA                         XI

	3               781

	3293

	2997          91.0

	34.1

	30.7


	ESSMAQ                      XII

	10            1 918

	5802

	4 941          89.8

	7a e

	58.0


	EMOS                           M

	355         48248

	114783

	114413         99.7

	1281.7

	1058.6


	MAIPU                           M

	38            4608

	«/I

	8/1                  8/1

	8/I

	8/I


	LO CASTILLO               M

	51            7048

	8/I

	8/1               8/1

	s/l

	8/1


	LOS DOMINICOS          M

	3               548

	8/1

	8/1                  8/1

	8/I

	8/1


	MANQUEHUE              M

	2               210

	8/1

	8/1                  8/1

	s/l

	8/1


	SERVICOMUNAL          M

	2               381

	8/1

	8/1                 8/1

	8/1

	8/1


	SANTO DOMINGO        V

	1                148

	8/1

	8/1                  8/1

	8/1

	8/1


	TOTALES

	801       128383

	440343

	413653         93.9

	4990.4

	4486.9
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El señor Juan Manuel Cruz, Jefe de la División de Desarrollo de Mercados del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, fundamentando el proyecto en informe manifestó que el decreto con fuerza de ley N°70, del año 1988, dio inicio al marco regulatorio en el cual se desarrollarían las empresas de servicios sanitarios, creando un sistema de tarificación que permitiría la eficiencia económica de las empresas y el fínanciamiento de las inversiones.
Recordó que en el año 1989 se promulgaron las leyes que crearon las Empresas de Servicios Sanitarios, una por cada región del país, las que son sucesoras del Servicio Nacional de Obras Sanitarias en cuanto a las funciones, derechos, obligaciones y capital correspondientes a la producción y distribución de agua potable, y recolección, tratamiento y disposición de aguas servidas y demás prestaciones relacionadas con estas actividades en la respectiva región.
Una vez constituidas las empresas de servicios sanitarios como sociedades anónimas, agregó, comenzaron a gestionarse como tales y a cobrar las tarifas de acuerdo a los decretos correspondientes. Lo anterior significó un aumento gradual de las tarifas cobradas a los usuarios» proceso que llevó a alzas importantes en las mismas. Actualmente, en algunas de estas empresas se cobra la tarifa máxima legal, pero en otras aun se está lejos de llegar a esa situación, por cuanto la magnitud de las alzas sería demasiado grande.
Por este motivo y como un complemento a la modernización de las empresas, indicó, se creó un subsidio localizado a los consumidores de agua potable de más bajos ingresos a fin de que el alza de tarifas no los perjudicara en demasía ni los dejara sin acceso al agua potable, con todas las complicaciones que ello implicaría. Además, debe tenerse presente que la disponibilidad de agua potable presenta fuertes exteralidades positivas, las que justifican un subsidio por parte del Estado para que las familias de más escasos recursos dispongan de ella.
Continuó su exposición, manifestando que el subsidio focalizado a los consumidores de agua potable se creó por la ley N°18.778 de 1989, pero tuvo una muy escasa aplicación en sus inicios. 
en el año 1990 el Ejecutivo presentó un nuevo proyecto que mejoraba algunos aspectos de su operación, con lo cual se logró aumentar notablemente la cobertura de este subsidio. Es así como en el año 1990 se otorgaron 22.000 subsidios, en 1991 la cantidad llegó a 230.000 y continuó creciendo hasta 376.000 en 1993. Para 1994 se espera llegar a una cantidad aproximada de 453.000 subsidios.
Las modificaciones del año 1990, proporcionaron una buena base para lograr lo señalado, en cuanto a cobertura del subsidio, pero en la situación actual se hace necesario nuevos perfeccionamientos atendiendo fundamentalmente a dos situaciones:
La primera, señaló, es el nivel que las tarifas han alcanzado en las regiones extremas del país, donde el agua tiene un costo de producción significativamente más alto que en el resto del país. En este caso, se requiere ampliar el rango de la intensidad posible del subsidio que actualmente es de un máximo de 40% y un máximo de 75%, a un nuevo rango de un 25% a 85% respectivamente. De esta manera se puede atender mejor a las diferentes situaciones derivadas de las fuertes diferencias de tarifas existentes entre regiones y entre grupos tarifarios dentro de cada una de ellas. Desde otra perspectiva, puede afirmarse que esta modificación es necesaria para poder continuar con la política de ajuste tarifario de las empresas.
La segunda situación que se desea atender con la modificación de esta ley, puntualizó, es la que afecta a la población de escasos recursos que puede ser atendida por los sistemas rurales de agua potable y que actualmente no gozan de los beneficios del subsidio aunque tienen iguales niveles de pobreza y necesidad que los habitantes de las zonas urbanas. En este caso, el proyecto de ley plantea incorporar a los sistemas de agua potable rural al mecanismo del subsidio en términos similares a los términos generales de la ley vigente.
Adicionalmente, señaló, se proponen oíros cambios, de los cuales los más destacables son el aumento desde 15 metros cúbicos a 20 metros cúbicos la cantidad máxima a subsidiar con la limitación de porcentajes indicada anteriormente, y la creación de un nuevo plazo durante el cual las empresas de servicios sanitarios colaboren en la tramitación de los subsidios ante las municipalidades.
Por último, el proyecto de ley hace mención expresa de la inversión en los sistemas rurales de agua potable, cuyo fínanciamiento se contempla en una partida del Ministerio de Obras Públicas bajo la modalidad de operación de un ISAR, esto es, inversión sectorial de asignación regional.
Este proyecto, concluyó el representante del Ejecutivo, no conlleva nuevos gastos fuera de los ya contemplados en la Ley de Presupuestos del año. En el año 1993 se gastaron $4.693 millones en este subsidio, y el presupuesto de 1994 contempla la suma de $6.922 millones, ambas nominales. Lo que el proyecto pretende es lograr un mejor uso de la expansión de ese presupuesto, equilibrando la incorporación de nuevos beneficiarios con la continuación de la política tarifaria seguida por las empresas.
Considerando los fundamentos señalados por el Mensaje que da inicio al presente proyecto y los argumentos esgrimidos por los representantes del Ejecutivo, vuestra Comisión aprobó la idea de legislar, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señor Díaz, señora Feliú y señores Prat y Romero.
DISCUSIÓN PARTICULAR
El proyecto de ley de la referencia consta de un artículo único, compuesto por cinco números que modifican los artículos
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2° y 9° y agregan dos nuevos artículos, 10 y 11 a la ley N°18.778, la cual establece un subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas.
Cabe hacer presente, que el inciso primero del artículo 127 del Reglamento del Senado, dispone que los proyectos de artículo único serán discutidos en general y particular a la vez. El inciso segundo, a su vez, señala que no se considerarán de tal naturaleza, aquellos proyectos que, no obstante comprender un solo artículo, contengan disposiciones relativas a distintos temas.
Vuestra Comisión, considerando lo dispuesto por el citado Reglamento y atendiendo las diversas materias comprendidas por el artículo único del proyecto en informe, acordó proceder a efectuar separadamente la discusión general y particular del mismo.
A continuación se efectúa una breve descripción de cada una de las disposiciones del proyecto, así como de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión.
Artículo único
Nº 1
Reemplaza la letra b) del artículo 2°, inciso segundo de la referida ley N°18.778.
El texto actual del mencionado artículo 2°, en su inciso primero, establece que el subsidio al pago de agua potable y alcantarillado que favorece a usuarios residenciales de escasos recursos -regulado por la ley N°18.778-, será aplicable a los cargos fijos y variables correspondientes a la vivienda que habiten sus beneficiarios en forma permanente.
El inciso segundo, dispone que tratándose de cargos variables, el monto mensual atribuible a los mismos no podrá ser mayor que el resultante de aplicar el porcentaje de subsidio que se determine a:
-El valor del cobro variable correspondiente al consumo efectivo y
-El monto del cobro variable atribuible al consumo total mensual de la vivienda, el que será definido anualmente para cada región, con un monto máximo de 15 metros cúbicos.
El proyecto propone dos modificaciones:
1.-Que el consumo total mensual, que se define anualmente, se determine ya no respecto de cada región sino que de los beneficiarios de una región que se sujeten a iguales tarifas máximas y presenten un nivel socioeconómico similar.
2.-El aumento del consumo máximo subsidiado de 15 metros cúbicos mensuales a 20 metros cúbicos mensuales.
Sobre el particular, el representante del Ejecutivo sostuvo que la modificación propuesta implicaba perfeccionar la norma en tres aspectos:
-En cuanto se señala que el consumo base sobre el cual se aplicará el subsidio se determinará para los usuarios de una región sujetos a iguales tarifas máximas, es posible mejorar la asignación del subsidio, ya que se consideran las diferencias tarifarias existentes al interior de una misma región.
-El establecer la circunstancia que dicho consumo base también considerará para su determinación el nivel socioeconómico de los usuarios, hace posible que accedan al subsidio usuarios de ingresos medios, de acuerdo a su clasificación socioeconómica de la ficha CAS.
-AI aumentarse el consumo base máximo de 15 a 20 metros cúbicos, se posibilita que los montos de subsidio permitan cumplir la premisa básica que las cuentas no superen -para usuarios de bajos ingresos- el 5% de su ingreso familiar.

Lo anterior se refleja en el siguiente cuadro:
	

	ESTRUCTURA DEL CONSUMO A NIVEL NACIONAL
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Vuestra Comisión considerando el consenso unánime suscitado por la primera parte de la modificación propuesta y las discrepancias surgidas entre sus miembros respecto al aumento del consumo básico máximo de 15 a 20 metros cúbicos, planteado por la parte final de la misma, acordó dividir la votación conforme a lo dispuesto por el artículo 164 del Reglamento del Senado.
-Puesta la primera parte del artículo en votación, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Díaz, señora Feliú y señores Prat y Romero.
Respecto al aumento del monto del consumo básico a subsidiar se manifestaron dos posiciones:
-La primera, sustentada por el H. Senador señor Lavandera, argumentaba favorablemente al aumento, señalando que el mismo se hacía indispensable, considerando el fenómeno de los allegados que incide en el incremento del consumo básico familiar y que resulta de común ocurrencia en sectores de menores ingresos.
-La posición contraria, expuesta por el H. Senador señor Prat, consideraba que la ampliación del consumo subsidiado no era el mecanismo adecuado para lograr el objetivo perseguido, tal sería aminorar el costo efectivo del servicio en zonas determinadas, resultando preferible, a su juicio, aumentar la cobertura de población beneficiada por el subsidio. Además, fundamentó su rechazo en la falta de antecedentes necesarios respecto a los beneficiarios del sistema y a la desagregación del gasto en relación con el presupuesto pertinente, que permitiría determinar el aumento de cobertura de población subsidiada, aplicando a ese fin los recursos liberados de mantenerse en 15 metros cúbicos el tope de consumo subsidiado. En el mismo sentido se manifestó la H. Senadora señora Feliú, quien además agregó que el aumento en discusión fomentaría el mayor consumo de un recurso escaso.
A su vez, el H. Senador señor Cantuarias manifestó su aprensión respecto al incremento propuesto, señalando que el mismo podría incentivar la ineficiencia del sistema, vulnerando el sentido de la fijación tarifaria y de su utilización real. Ello, ya que indirectamente los
verdaderos beneficiarios serían las empresas prestadoras del servicio y no los usuarios de escasos recursos, quienes por sus niveles de pobreza mantendrían su carácter de potenciales morosos, consecuencialmente, el aumento tendería a asegurar la recaudación o utilidad de dichas empresas por concepto de pago por la prestación del servicio.
No obstante, agregó, considerando las cifras proporcionadas por los representantes del Ministerio de Economía, que reflejan que la modificación propuesta permitiría aumentar la cobertura de la población, eventualmente, de un 51% a un 67%, prestaría su conformidad con las reservas manifestadas.
Por su parte, el H. Senador señor Bitar señaló que el propósito de la norma consiste en consagrar un mecanismo que permita a personas de escasos recursos, que se encuentran impedidas de autosustentarse en forma total, acceder transitoriamente a un subsidio que le permita satisfacer al menos parcialmente su necesidad básica de agua potable y alcantarillado. Acentuándose la transitoriedad, de modo que el número de subsidios deba progresivamente decrecer en el tiempo.
El perfeccionamiento del sistema implicaría, agregó el H. Senador señor Bitar, tres aspectos:
-Ampliar el número de personas que usan el sistema, incluyendo a aquellas que se marginan por desconocimiento, por medio de la información adecuada.
-Profundizar el subsidio, respecto de aquellas zonas extremas en que el servicio tiene un mayor costo y, consecuencialmente, una tarifa mayor.'
-Aumentar el consumo base subsidiable de 15 a 20 metros cúbicos, en virtud del incremento de la población, en especial considerando a los allegados. En otras palabras, el aumento obedecería no a un mayor consumo sino al acrecentamiento del número de personas a considerar en cada grupo familiar.
Finalmente, recalcó que el aumento de 15 a 20 metros cúbicos no opera en forma automática, sino que requiere de la concurrencia de dos elementos: Que los beneficiarios estén comprendidos en los parámetros de la ficha CAS y que la tarifa no exceda del 5% de su presupuesto.
-Sometida a votación la segunda parte del artículo, éste fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de vuestra Comisión. Con los votos favorables de los HH. Senadores señores Bitar, Cantuarias y Lavanderos, el voto adverso de la H. Senadora señora Feliú y la abstención del H. Senador señor Prat.
N°2
Reemplaza el inciso cuarto del artículo 2° por el siguiente:

"El porcentaje a subsidiar sobre los cargos fijos y variables que se determine de conformidad con lo establecido en este artículo, no podrá ser inferior al 25% ni exceder del 85% y deberá ser el mismo para los beneficiarios de una misma región que estén sujetos a iguales tarifas máximas y presenten un nivel socioeconómico similar.".
El texto actual del inciso cuya sustitución se promueve, a su vez, determina los rangos máximos y mínimos del subsidio, en 75% y 40% respectivamente. Agrega que el porcentaje será idéntico para los Beneficiarios de una misma región que tengan un nivel socio-económico similar.
En consecuencia, el inciso cuarto propuesto innova en cuanto amplía los límites del porcentaje legal de subsidio, de un rango de 40% a 75% a uno de 25% a 85%. Además, señala como beneficiarios de igual monto de subsidio no sólo a aquellos que habiten en una misma
región y presenten un nivel socio-económico similar, sino que además se encuentren sujetos a iguales tarifas máximas.
El representante del Ejecutivo sostuvo que la presente modificación implicaba las siguientes ventajas:
-Al ampliar el nivel superior del porcentaje a subsidiar sobre el consumo base desde 75% a 85% , se permite cumplir la referida premisa base, para aquellos grupos tarifarios que presentan mayores valores.
-Al disminuir el nivel inferior de dicho porcentaje desde un 40% a un 25%, se posibilita nuevamente el cumplimiento de la premisa base, al permitir el acceso a familias de ingresos medios en aquellas regiones con tarifas superiores. En estos casos, basta un consumo base más bajo y un porcentaje también menor, a fin de permitir que la cuenta de agua potable no supere el 5% del ingreso familiar.
Lo anterior sucede en las regiones I, V, 113, XI, donde el elevado costo del agua potable hace necesario subsidiar no sólo al primer decil de la población, sino también se requiere que el beneficio llegue a los sectores medios.
-Sometido a votación el artículo en comentario, este fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señor Díaz, señora Feliú, señores Prat y Romero.
N°3

Reemplaza la frase final del artículo 9°, después de la expresión "cada comuna", por la siguiente:
"un 90% del monto utilizado efectivamente en el último ejercicio presupuestario.".
El artículo 9° aborda la perspectiva presupuestaria del subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado para usuarios residenciales de escasos recursos. Dispone que los subsidios se pagarán con cargo al ítem correspondiente, considerado en la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.
Anualmente, señala el inciso segundo, los recursos asignados se distribuirán, total o parcialmente, en fondos regionales y se fijarán el número máximo de subsidios que podrán estar vigentes durante el año presupuestario en cada región, así como el nivel de consumo máximo a subsidiar.
El inciso tercero, dispone que en forma previa al inicio del ejercicio presupuestario los intendentes procederán a distribuir, total o parcialmente, entre las comunas que conforman su región, los recursos y el número de subsidios asignadas a la misma.
A su vez, el inciso cuarto, establece que los intendentes, al efectuar esta distribución, deberán mantener, respecto al monto de los recursos a distribuir en cada comuna, al menos el 90% de la proporción que a cada una le correspondió en el último ejercicio presupuestario.
La modificación propuesta por la presente iniciativa, reemplaza la alusión al 90% del monto asignado a cada comuna en el último ejercicio presupuestario, por una referencia al mismo porcentaje, pero del monto efectivamente utilizado, durante idéntico período.
Vuestra Comisión, coincidió en la conveniencia de aprobar la modificación en análisis, por considerar que incentiva la mayor eficiencia en la distribución del subsidio.
-En virtud de las consideraciones previamente expuestas, vuestra Comisión aprobó por unanimidad la disposición en comentario, con los votos de los HH. Senadores señora Feliú y señores Prat y Romero.
N°4
Intercala un artículo 10 nuevo.

El artículo propuesto, en su inciso primero se refiere a los sistemas rurales de agua potable, señalando que mientras no cumplan con lo establecido por el artículo 5° inciso segundo de la ley General de Servicios Sanitarios, decreto con fuerza de ley N°382 del Ministerio de Obras Públicas, de 1989, -es decir que no preste el servicio de distribución de agua potable a través de las redes exigidas por la urbanización conforme a la ley, a usuarios finales obligados a pagar un precio por dicha prestación- podrá otorgarse directamente a los administradores de estos sistemas, un subsidio que cubra la diferencia entre sus costos de inversión y/o explotación y el monto fínanciable por los propios usuarios conforme a su capacidad económica. Sin perjuicio de los aportes que pueden entregarse para la inversión en dichos sistemas, por medio de otras disposiciones.

El inciso segundo del artículo propuesto, agrega que los subsidios se pagarán con cargo a los recursos asignados por la ley de Presupuestos al Ministerio de Obras Públicas y se destinarán a nivel regional a través de decretos expedidos por el referido ministerio, "por orden del Presidente de la República" y visados por el Ministerio de Hacienda.
Finalmente, el inciso tercero, dispone que el Gobierno Regional respectivo resolverá la asignación del subsidio entre los diversos sistemas rurales de agua potable que cumplan con los requisitos de elegibilidad señalados por el Reglamento.
En consecuencia, el artículo en análisis propone incorporar a los sistemas de agua potable rural al mecanismo de subsidio en términos similares a los establecidos respecto de las zonas urbanas. Regulando adicionalmente, la inversión en dichos sistemas.
Al respecto el señor representante del Ejecutivo, fundamentando la propuesta, señaló que el artículo posibilita el subsidio a los sistemas rurales, para la explotación y también para inversión. Además, que se establece como responsabilidad del Estado la coordinación de planes y programas de saneamiento rural, que recaen en el gobierno central y en los gobiernos regionales.
Vuestra Comisión, consideró altamente conveniente la incorporación de los sistemas de agua potable rural al mecanismo de subsidio consagrado por la ley N°18.778, ya que posibilita el acceso de un sector importante de la población con un nivel de pobreza igual o muy superior que la de los habitantes de zonas urbanas.
No obstante, vuestra Comisión estimó que la referencia al subsidio a la inversión dificultaba la comprensión de la norma y entrababa, consecuencialmente, su aplicación.
Además, excedía los propios límites de la ley N°18.778, modificada por el proyecto, cuyo genuino campo es el de los subsidios al consumo o a la explotación y no el ámbito de los subsidios a la inversión. Estos últimos, se encuentran regulados por la glosa 05 del Subtítulo 30 del Programa 01, Capítulo 02, Partida 12 de Ministerio de Obras Públicas, de la Ley de Presupuestos del Sector Público, para el año 1994, que contempla los recursos destinados a la inversión en programas o proyectos de agua- potable rural, bajo la modalidad de operación de una inversión sectorial de asignación regional, ISAR.
Al respecto, cabe consignar la opinión de vuestra Comisión en el sentido de que resulta poco aconsejable que el subsidio a la inversión quede regulado por una glosa de la Ley de Presupuestos, que se modifica anualmente, estimando necesario que se consagre en un texto legal permanente. No obstante, por el carácter específico del cuerpo legal
modificado por la presente iniciativa, no parece adecuado recoger en el mismo dicha materia.
En consecuencia, se optó por eliminar la referencia al subsidio a la inversión, limitando la disposición al ámbito del subsidio al consumo.
Un segundo aspecto debatido fue el otorgamiento directo del subsidio a los administradores de los sistemas rurales de agua potable.
Al respecto, el representante del Ejecutivo señaló que se adoptó este criterio por razones de índole práctica, ya que materialmente no es posible entregar el subsidio cuenta a cuenta, considerando las particularidades de los sistemas de agua potable de dichas zonas. En caso alguno, agregó, se pretende cambiar el subsidio a la demanda por un subsidio a la oferta, sino permitir que las personas de escasos recursos puedan, a través de un cálculo simplificado, acceder al beneficio.
Se dejó expresa constancia, que el otorgamiento del subsidio en forma directa a los administradores no implica, tampoco, obviar el elemento focalización del beneficio, ya que éste igualmente se efectúa por medio de la aplicación de factores de caracterización socioeconómica, como la ficha Cas, indispensable para la postulación al sistema.
Por otra parte, con el objeto de aportar sistematización y coherencia al proyecto en informe, vuestra Comisión acordó rechazar la proposición como artículo 10 nuevo, sin perjuicio de incorporarla en su esencia -bajo nuevos términos- como inciso segundo del artículo 4° de la ley N° 18.778. De modo de reunir en una misma disposición la reglamentación relativa al pago tanto de los subsidios otorgados a los habitantes de zonas urbanas, como a los de zonas rurales.
-En virtud de las consideraciones expuestas vuestra Comisión acordó rechazar el artículo propuesto, con los votos de los HH. Senadores señor Díaz, señora Feliú y señores Prat y Romero.
oooooooooo
En mérito de lo anterior, vuestra Comisión, en forma unánime, con los votos de los HH. Senadores señor Díaz, señora Feliú y señores Prat y Romero, acordó incorporar el siguiente nuevo inciso segundo al artículo 4° de la ley N°18.778:
"Tratándose de los sistemas rurales de agua potable, en tanto no cumplan con lo prescrito en el inciso segundo del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, la Municipalidad podrá efectuar los pagos de los subsidios al administrador de dichos sistemas. El administrador estará obligado a rendir cuenta al municipio y a los beneficiarios a lo menos una vez cada seis meses, respecto de la asignación y utilización de los subsidios otorgados.".
De esta forma se recoge la incorporación de los sistemas de agua potable rural al mecanismo de subsidio consagrado por la ley N°18.778, que permite a un importante sector de la población acceder a dicho beneficio.
Se convino en mantener, por consideraciones de índole práctica, la modalidad de pago directo de los subsidios por parte de las municipalidades a los administradores de los respectivos sistemas de agua potable rural.
Al efecto, se tuvo en cuenta la particular estructura de los sistemas de agua potable rural, -como comités, más o menos informales tanto desde la perspectiva jurídica como institucional, autogestionados y que en ocasiones cuentan con asistencia técnica de las empresas de agua potable urbana-, que dificulta materialmente su pago por otra vía.
Se estimó que, efectivamente, las municipalidades eran los órganos más funcionales para canalizar el pago, toda vez que cuentan con la estructura necesaria para encuestar a los potenciales beneficiarios con el mecanismo de la ficha Cas y, consecuencialmente, mantener la focalización del subsidio, sin perjuicio que el pago se entregue directamente a los administradores de cada sistema de agua potable rural.
Al respecto, se reitera la constancia efectuada por vuestra Comisión, en cuanto a que el otorgamiento del subsidio en forma directa a los administradores no implica, en modo alguno, obviar el elemento focalización del beneficio.
Finalmente, con el ánimo de contribuir a la transparencia del proceso, vuestra Comisión estimó necesario consagrar un mecanismo contralor de la actividad de los administradores, razón por la cual acordó incorporar a la ley la obligación -que recaerá sobre el administrador-, de rendir cuenta periódicamente ante el municipio y los beneficiarios, respecto de la forma en que han sido asignados y utilizados los subsidios otorgados. La referida obligación de rendir cuenta, se incluyó como parte final del nuevo inciso segundo propuesto por la Comisión.
El nuevo inciso segundo que vuestra Comisión propone agregar al artículo 4° de la ley N° 18.778, permite reunir en un mismo precepto la regulación del pago, tanto de los subsidios que benefician a zonas urbanas como a zonas rurales.
Por efecto de la agregación del nuevo inciso segundo, el actual -que limita la vigencia del subsidio por un período máximo de tres años, vencido el cual se deberá repostular al mismo- pasa a ser inciso tercero. En consecuencia, dada la nueva conformación del artículo, la limitación temporal del subsidio se aplicará tanto a los que benefician a las zonas urbanas como a las rurales.
oooooooooo
Artículo único Nº 5
Incorpora un artículo 11 nuevo, el cual autoriza a los prestadores del servicio para que, en representación de los usuarios residenciales y sin costo para éstos, reciban postulaciones y las presenten a la municipalidad correspondiente a la dirección de la propiedad en que habitan los usuarios. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 3° letra c) que incluye, entre los requisitos necesarios para postular al subsidio, que el mismo sea solicitado por escrito a la municipalidad correspondiente; y de lo señalado en el artículo 6° transitorio que otorga idéntica autorización en forma transitoria por un plazo que venció el 31 de diciembre de 1991.
El representante del Ejecutivo, fundamentando el artículo propuesto, señaló que éste permite la colaboración de los prestadores en la identificación de beneficiarios, lo que contribuye a la agüización del proceso, en especial considerando que los subsidios deben renovarse cada tres años.
Al respecto, la H. Senadora señora Feliú hizo presente su inquietud respecto a la disposición en análisis, recordando que con ocasión de la discusión de la ley N°19.059 el punto fue largamente debatido, fundamentó su preocupación, como entonces, en que corresponde a las personas ejercer los derechos que les empecen, siendo en extremo delicado facultar a las empresas interesadas para tramitar las solicitudes de subsidio, ya que éstas se transformarían en titulares de un mandante de los usuarios de escasos recursos -potenciales acreedores de subsidios- para reclamar el beneficio.
Podría ocurrir, agregó la H. Senadora, que las empresas al resultar directamente beneficiadas por el subsidio, se ocupen de buscar a los posibles beneficiarios a fin de encargarse de las solicitudes respectivas, lo que vulnera el espíritu del subsidio, que debe ser focalizado hacia las personas de escasos recursos. Además, las empresas se ven beneficiadas por el cambio de deudor, ya que sin duda alguna resulta preferible tener como tal al Fisco de Chile que a un modesto usuario del sistema elegible para los efectos del subsidio.
El representante del Ejecutivo contraargumentó sosteniendo que la disposición encuentra asidero en el escaso conocimiento que sobre la materia tendrían los genuinos beneficiarios del sistema.
El H. Senador señor Romero manifestó su posición señalando que, si bien comparte conceptualmente, los criterios expresados por la H. Senadora señora Feliú, no puede desconocerse que la realidad que enfrentan las localidades rurales es dramática, en cuanto las distancias y el aislamiento que sufren constituyen su verdadera marginalidad, misma que no les permite acceder directamente a la información necesaria, por lo cual ante el evento de privar por esta causa de subsidios a las zona rurales, prefiere optar por la aprobación de la norma.
A su vez, el H. Senador señor Cantuarias, puntualizó que en este caso se contraponen dos situaciones, la planteada por la H. Senadora señora Feliú y , por otra parte, la real eficacia de los subsidios que se otorgan. Enfrentado a esta disyuntiva señaló que su opción será la de hacer operativo el sistema, aprobando la proposición, ya que se trata de personas de escasísimos recursos, muchos de ellos recientemente incorporados a través de los programas de viviendas básicas y progresivas. No obstante, considera fundamental el adecuado control de la labor de las empresas en su función de agente propagador del sistema.
Finalmente, el H. Senador señor Prat conviniendo en la efectividad de los argumentos expuestos por los restantes miembros de la Comisión, señaló que se podrían conciliar criterios aprobando la norma propuesta pero manteniendo la transitoriedad de la misma.
, Al efecto, se acordó por vuestra Comisión ampliar la vigencia del precepto contenido en el artículo 6° transitorio de la ley N°18.778, hasta el 31 de diciembre de 1996, con el carácter de norma transitoria, para lo cual estimó necesario -por razones de una adecuada técnica legislativa- reemplazar el mencionado artículo transitorio por otro, que contemple el nuevo plazo.
-En atención a las consideraciones previamente consignadas vuestra Comisión acordó aprobar el artículo en análisis con las modificaciones señaladas, con los votos de los HH. Senadores señores Díaz, señora Feliú, señores Prat y Romero.
oooooooooo
Finalmente, vuestra Comisión, considerando los diversos textos legales que rigen la materia, a los que se incorpora la presente iniciativa, estimó adecuado introducir un nuevo artículo que faculte a S.E. el Presidente de la República para dictar un decreto con fuerza de ley que refunda las normas legales existentes sobre subsidio al pago de consumo de agua potable y alcantarillado.
-Fue aprobado por la totalidad de sus miembros presentes, con los votos de los HH. Senadores señor Díaz, señora Feliú y señores Prat y Romero.
oooooooooo
En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión os propone que aprobéis el proyecto de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
ARTICULO ÚNICO
oooooooooo
Consultar el siguiente N°3 nuevo, pasando el actual
N°3 a ser N°4:
"N°3.- Agregase el siguiente inciso segundo al artículo 4°, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:
"Tratándose de los sistemas rurales de agua potable, en tanto no cumplan con lo prescrito en el inciso segundo del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 382, de 1989, del Ministerio   de   Obras
Públicas, la Municipalidad podrá efectuar los pagos de los subsidios al administrador de dichos sistemas. El administrador estará obligado a rendir cuenta al municipio y a los beneficiarios a lo menos una vez cada seis meses, respecto de la asignación y utilización de los subsidios otorgados.".
oooooooooo
N°4 .-Suprimirlo.
oooooooooo
Consignar el siguiente N°5 nuevo:
"N°5.- Agrégase el siguiente artículo 10, nuevo:
"Artículo 10.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, dicte un cuerpo legal que reúna las normas de las leyes N°18.778, artículo 3° de la ley N°18.899, N°19.059 y las de esta ley que establece subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado y de aguas servidas. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá refundir, coordinar y sistematizar las disposiciones de las leyes referidas, incluir los preceptos legales que las hayan modificado o interpretado, reunir disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas, introducir cambios formales sea en cuanto a redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida en que sean indispensables para la coordinación y sistematización.
Contará, asimismo, con todas las atribuciones necesarias para el cabal cumplimiento de los objetivos anteriormente indicados, pero ellas no podrán importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes.".
oooooooooo
N°5.- Contemplarlo como N°6 nuevo, sustituido por el siguiente:
"6.- Reemplázase el artículo 6° transitorio, por el siguiente:
"Artículo 6°.- No obstante lo dispuesto en la letra c) del artículo 3°, se faculta, hasta el 31 de diciembre de 1996, a los prestadores de servicio para que, en representación de usuarios y residenciales, y sin costo para éstos, reciban postulaciones y las presenten a la municipalidad correspondiente a la dirección de la propiedad en que habitan los usuarios".".
En consecuencia, de aprobar las proposiciones que vuestra Comisión os ha formulado, el proyecto de ley quedaría como sigue:
PROYECTO DE LEY
"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.778, modificada por la ley N° 19.059, que establece un subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado de aguas servidas:
1.- Reemplázase la letra b) del artículo 2°, inciso segundo por la siguiente:
"b) El cobro variable atribuible a un consumo total mensual de la vivienda que será definido anualmente para los beneficiarios de una región que estén sujetos a iguales tarifas máximas y presenten un nivel socioeconómico similar, según lo establecido en el artículo 9°, y que no podrá ser superior a los 20 metros cúbicos.".
2.- Reemplázase el inciso cuarto del artículo 2°, por el siguiente:
El porcentaje a subsidiar sobre los cargos fijos y variables que se determine de conformidad con lo establecido en este artículo, no podrá ser inferior al 25% ni exceder del 85% y deberá ser el mismo para los beneficiarios de una misma región que estén sujetos a iguales tarifas máximas y presenten un nivel socioeconómico similar.".
3.- Agrégase al artículo 4° el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:
"Tratándose de los sistemas rurales de agua potable, en tanto no cumplan con lo prescrito en el inciso segundo del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, la municipalidad podrá efectuar los pagos de los subsidios al administrador de dichos sistemas. £1 administrador estará obligado a rendir cuenta al municipio y a los beneficiarios a lo menos una vez cada seis meses, respecto de la asignación y utilización de los subsidios otorgados.".
4.- Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 9°, la frase que sucede a las expresiones "cada comuna", por la siguiente:
"un 90% del monto utilizado efectivamente en el último ejercicio presupuestario.".

5.- Agrégase el siguiente artículo 10 nuevo.
"Artículo 10.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, dicte un cuerpo legal que reúna las normas de las leyes N°18.778, artículo 3° de la ley N°18.899, N°19.059 y las de esta ley que establece subsidio al pago de consumo de agua potable y servicio de alcantarillado y de aguas servidas. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá refundir, coordinar y sistematizar las disposiciones de las leyes referidas, incluir los preceptos
legales que las hayan modificado o interpretado, reunir disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas, introducir cambios formales sea en cuanto a redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida en que sean indispensables para la coordinación y sistematización.
Contará, asimismo, con todas las atribuciones necesarias para el cabal cumplimiento de los objetivos anteriormente indicados, pero ellas no podrán importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes.".
6.- Reemplázase el artículo 6° transitorio, por el siguiente:
"Artículo 6.- No obstante lo dispuesto en la letra c) del artículo 3°, se faculta, hasta el 31 de diciembre de 1996, a los prestadores del servicio para que, en representación de usuarios residenciales, y sin costo para éstos, reciban postulaciones y las presenten a la municipalidad correspondiente a la dirección de la propiedad en que habitan los usuarios."."-
Acordado en sesiones celebradas los días 1°, 8 y 15 de junio de 1994, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señor Francisco Prat Alemparte (Presidente), señora Olga Feliú Segovia, señores Sergio Bitar, Jorge Lavanderos Illanes (Nicolás Díaz Sánchez) y Sergio Romero Pizarro (Eugenio Cantuarias Larrondo).
Sala de la Comisión, a 16 de junio de 1994.
XIMENA BELMAR STEGMAN
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